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a la libertad de expresión ni a la libertad de comunicar
información veraz, ni respetuosas con los derechos al
honor y la intimidad, que motivaron la sanción penal
aquí recurrida. Por lo tanto, procede la desestimación
del recurso, denegando el amparo solicitado, excepto
en lo que afecta a la Sra. Rico Carabias, cuyo recurso
debe ser estimado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.o Reconocer que la Sentencia del Tribunal Supre-
mo impugnada ha vulnerado el derecho a la libertad
de información y expresión de doña Carmen Rico
Carabias.

2.o Restablecer a dicha recurrente en su derecho.
Y, a tal fin, anular el pronunciamiento de aquella Sen-
tencia en lo que a ella se refiere.

3.o Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de mil nove-
cientos noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rublicados.

Voto particular que formula el Magistrado Sr. don Tomás
S. Vives Antón a la Sentencia recaída en el recurso de
amparo núm. 3.612/93, al que se adhiere el Magistrado

Sr. don Julio Diego González Campos

Comparto la opinión de la mayoría en cuanto pre-
supone que la libertad de expresión no prevalece, sin
más, sobre el derecho al honor. Se trata de dos derechos
equiparados por la Constitución en la condición de fun-
damentales y, por consiguiente, la relación entre ellos
no es, ni puede ser, de prevalencia de uno sobre otro,
sino de articulación de sus respectivos contenidos.

Y es justamente en ese punto —en la delimitación
del contenido de la libertad de expresión y en su arti-
culación con el del derecho al honor— en el que disiento
con todo respeto del parecer de la mayoría.

En los votos discrepantes formulados a las SSTC 76,
78 y 79/1995, así como en el articulado ante la STC
46/1998, he sostenido la idea de que la libertad de expre-
sión precisa, para desarrollarse según las exigencias del
Estado de Derecho que la Constitución proclama, un «am-
plio espacio», es decir, un ámbito exento de coacción lo
suficientemente generoso como para que pueda desen-
volverse sin angosturas, esto es, sin timidez y sin temor.

Y ese amplio espacio es imprescindible, no sólo para
la libertad de opinión y crítica, sino también para la liber-
tad de información. Pues el derecho a informar no puede
quedar reducido a la transmisión de una serie de datos
deshilvanados. El derecho a informar comprende tam-
bién la posibilidad de formar y transmitir hipótesis recons-
tructivas, que transformen los datos en un suceso. Claro
que esas hipótesis, como los datos en que se basan,
sólo forman parte de la libertad de información cons-
titucionalmente garantizada si son veraces.

Pues bien,: esta exigencia (la de veracidad) es la única
relevante en el caso que nos ocupa. En efecto, dejando
a un lado algunas expresiones equívocas («lobo», «ti-

burón») que en el contexto concreto más bien resultan
elogiosas que ofensivas, en el presente caso no hay más
que imputaciones de hecho (unos datos —estancia de
varios días en una suite— y una interpretación, prácti-
camente inevitable, aunque muy bien pueda ser falsa,
en términos de relación amorosa). Y las imputaciones
de hecho no pueden ser enjuiciadas atendiendo a si
resultan o no ofensivas, como si constituyeran juicios
de valor. Si se trata de personas y hechos con relevancia
pública y las informaciones se han obtenido lícitamente,
el único criterio que determina su protección constitu-
cional es la veracidad. Y, con ese mismo canon, la vera-
cidad, hay que enjuiciar las informaciones relativas a
las actividades económicas ilícitas, que se reputan
ofensivas.

En consecuencia, y dado que la Sentencia conde-
natoria ni siquiera puso en tela de juicio la veracidad
de las informaciones, sino que partió de ella, ha de con-
cluirse que, al aplicar a imputaciones de hecho el canon
de ofensividad, sometió la libertad de información a lími-
tes distintos de los constitucionalmente establecidos.
Pues los hechos son lo que son y, si resultan ofensivos,
eso no puede cargarse en la cuenta del informador, que
sólo responde de la relevancia, licitud y veracidad de
lo que transmita.

Por eso creo que debimos otorgar el amparo, anulando
en su totalidad la condena impuesta a los recurrentes.

Madrid, a catorce de octubre de mil novecientos
noventa y ocho.—Tomás S. Vives Antón.—Firmado y
rublicado.

26556 Sala Primera. Sentencia 201/1998, de 14 de
octubre de 1998. Recurso de amparo
1.333/1996. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Córdoba confirmatorio en ape-
lación de Autos del Juzgado de Primera Ins-
tancia de dicha ciudad que no dieron lugar
a la nulidad de actuaciones promovida por
la Corporación municipal de Aguilar de la
Frontera frente a resoluciones del menciona-
do Juzgado sobre embargo de bienes dima-
nantes de juicio ejecutivo contra dicho Ayun-
tamiento. Supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: ámbito del privi-
legio de inembargabilidad.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García
Manzano y don Pablo Cachón Villar, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.333/96, promovido
por el Ayuntamiento de Aguilar de la Frontera (Córdoba),
representado por la Procuradora doña María Dolores
Girón Arjonilla y asistido por el Letrado don Wilson Rivera
Durán, contra Auto de la Audiencia Provincial de Cór-
doba, de 13 de febrero de 1996, confirmatorio en ape-
lación de Autos del Juzgado de Primera Instancia de
dicha ciudad, dictados el 19 de septiembre y 2 de
noviembre de 1995, que no dieron lugar a la nulidad
de actuaciones promovida por dicha Corporación muni-
cipal frente a resoluciones del mencionado Juzgado
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(Auto y providencia de 14 de julio de 1995), sobre
embargo de bienes, dimanantes del juicio ejecutivo
núm. 18/94 seguido por «Banco Urquijo, S. A.», contra
referido Ayuntamiento. Han intervenido el Ministerio Fis-
cal y el «Banco Urquijo, S. A.», representado por el Pro-
curador don Manuel Lanchares Barre y asistido por el
Letrado don Ignacio Gómez y Gómez-Calcerrada. Ha sido
Ponente el Magistrado don Pablo García Manzano, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El 29 de marzo de 1996 tuvo entrada en el Regis-
t r o d e e s t e T r i b u n a l d e m a n d a d e a m p a r o ,
núm. 1.333/96, formulada por la Procuradora doña
Dolores Girón Arjonilla, en representación del Ayun-
tamiento de Aguilar de la Frontera (Córdoba), asistido
por el Letrado don Wilson Rivera Durán. La demanda
se dirige contra el Auto dictado por la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de Córdoba el 13 de febrero
de 1996, confirmatorio de Autos del Juzgado de Primera
Instancia de Aguilar de la Frontera, de 19 de septiembre
y 2 de noviembre de 1995, que no dieron lugar a la
nulidad de actuaciones instada por dicha Corporación
municipal contra anteriores resoluciones —Auto y pro-
videncia de 14 de julio de 1995— del Juzgado, adoptadas
en materia de embargo de bienes del Ayuntamiento,
dimanante de juicio ejecutivo núm. 18/94. Aduce la Cor-
poración demandante la violación de su derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2. Tal como se desprende de la demanda, docu-
mentación a ésta acompañada y de las actuaciones, el
recurso tiene base en los siguientes hechos:

a) La entidad mercantil «Banco Urquijo, S. A.», pro-
movió juicio ejecutivo cambiario contra el Ayuntamiento
hoy demandante, seguido ante el Juzgado de Primera
Instancia de Aguilar de la Frontera, con motivo del ven-
cimiento de una letra de cambio aceptada por la Cor-
poración municipal, por importe de 3.750.000 pesetas
de principal, más 1.506.000 pesetas en concepto de
intereses, gastos y costas.

El Juzgado, por Auto de 28 de enero de 1994, des-
pachó mandamiento de ejecución y, por Sentencia de
27 de octubre de 1994, ordenó seguir adelante la eje-
cución despachada que había recaído sobre dos inmue-
bles propiedad del Ayuntamiento. Una vez firme la citada
Sentencia de remate, la entidad ejecutante obtuvo mejo-
ra de embargo, en virtud de Auto del Juzgado de 14
de julio de 1995, que originó la traba sobre dos pisos
destinados a vivienda propiedad del referido Ayunta-
miento, inscritos a su favor en el Registro de la Propiedad,
como fincas registrales núms. 18.387 (piso en planta 1.a
del edificio sito en la calle de Santa Brígida, 1, de dicha
localidad) y 17.163 (piso sito en planta 1.a de casa radi-
cada en antigua prolongación de la calle Monturque,
hoy avenida de Miguel Cosano, 1), hallándose aquél gra-
vado con hipoteca en garantía de un préstamo de la
Caja Postal de Ahorros.

b) Frente al mencionado Auto de mejora de embar-
go, de 14 de julio de 1995, y providencia de la misma
fecha acordando la anotación preventiva del embargo,
el Ayuntamiento ejecutado interpuso el que denominó
«recurso de nulidad de actuaciones» al amparo de los
invocados arts. 6.3 del Código civil y 240 de la L.O.P.J.,
con fundamento en que dichas resoluciones judiciales
conculcaban la prohibición de embargabilidad estable-
cida en el art. 154.2 de la Ley reguladora de las Hacien-
das Locales (en adelante, L.H.L.), en relación con el
art. 921 de la L.E.C. Dicho recurso fue desestimado por
Auto del Juzgado de 19 de septiembre de 1995, con-
firmado en reposición por otro de 2 de noviembre

siguiente, con base este último en que «siendo bienes
patrimoniales los embargados no gozan del privilegio
de los bienes comunales o de uso público a que se refie-
re el anterior precepto constitucional», en alusión
al art. 132.1 C.E.

c) Contra el Auto de 2 de noviembre de 1995 se
recurrió en apelación ante la Audiencia Provincial de
Córdoba, recayendo Auto de su Sección Primera, de 13
de febrero de 1996, desestimatorio de la apelación que,
en síntesis, entendió que el art. 154.2 de la L.H.L. debe
interpretarse en el sentido de que únicamente prohíbe
el embargo de aquellos bienes afectos al mantenimiento
de un servicio público, pero no cuando se trata, como
en el caso litigioso, del trabado sobre dos pisos des-
tinados a vivienda propiedad del Ayuntamiento y sin
constancia de afectación pública alguna.

d) Notificado al Ayuntamiento el Auto de la Audien-
cia Provincial con fecha 22 de febrero de 1996, la Cor-
poración local anunció recurso de casación contra dicha
resolución, aduciendo que ésta se hallaba comprendida
en el apartado 2.o del art. 1.687 L.E.C. La Audiencia,
mediante Auto de 9 de marzo de 1996 (notificado al
representante de la Corporación municipal al siguiente
día hábil), no tuvo por preparado dicho recurso de casa-
ción, al estimarlo improcedente.

3. El recurrente solicita que se dicte Sentencia esti-
matoria en la que se declare la nulidad de las resolu-
ciones judiciales impugnadas, se reconozca el derecho
del Ayuntamiento a ejecutar la Sentencia dictada en su
contra con arreglo a las normas administrativas aplica-
bles al caso dentro de la esfera de su competencia, pros-
cribiendo la embargabilidad de los bienes objeto de la
ejecución judicial cuestionada y declarando la inembar-
gabilidad del resto, no pudiendo en todo caso despachar
mandamiento de ejecución contra los mismos, por ser
todo ello conforme a la C.E. Sostiene el recurrente en
el presente recurso de amparo que los Autos impug-
nados han vulnerado su derecho a la tutela judicial efec-
tiva porque constituyen un abuso o exceso de poder,
el procedimiento era inadecuado y han invadido com-
petencias propias de la Administración local. Su razo-
namiento discurre del siguiente modo.

La Audiencia Provincial de Córdoba y el Juzgado de
Primera Instancia de Aguilar de la Frontera han obviado
en sus resoluciones el principio de legalidad presupues-
taria que rige la ejecución de Sentencias contra el patri-
monio de la Administración Pública, y, específicamente,
lo dicho al respecto en el art. 132.1 C.E. que remite
a la ley la regulación de su régimen jurídico, inspirado,
justamente, por el principio, entre otros, de inembarga-
bilidad de sus bienes. Principio que se concreta para
el caso de los Entes locales en el art. 154 L.H.L. La
prohibición de todo embargo de bienes de las Corpo-
raciones locales prevista en este precepto no es ni gra-
vosa ni discriminatoria (art. 14 C.E.) ni le causa inde-
fensión alguna al particular afectado, pues hay razones
de interés general que justifican ese especial régimen,
que la propia C.E. anticipa en el mencionado art. 132.1,
y existen otros mecanismos alternativos al apremio que
permiten la satisfacción de las pretensiones del par-
ticular.

Las resoluciones impugnadas en este amparo, denun-
cia el recurrente, vulneran la tutela judicial efectiva del
Ayuntamiento de Aguilar de la Frontera y lo dispuesto
en el art. 132.1 C.E., al realizar una interpretación del
art. 154 L.H.L., en conexión con lo dispuesto en el
art. 921 L.E.C., de la que resulta una diferenciación entre
los bienes de las Corporaciones locales, inexistente en
la norma legal, que excluye del privilegio de inembar-
gabilidad a los patrimoniales no afectos al sostenimiento
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de un servicio público, incurriendo por ello en un exceso
de jurisdicción.

En primer lugar, arguye el Ayuntamiento, el art. 154
tan sólo vendría a disponer un procedimiento de eje-
cución de resoluciones judiciales en el que se atribuye
en exclusiva a la Administración Pública la competencia
para decidir la forma y de qué modo han de cumplirse.
Pero, de ningún modo, el citado precepto contiene una
excepción a la ejecutividad de dichas resoluciones. Así
pues, el art. 154 L.H.L., únicamente concreta una excep-
ción legal al monopolio jurisdiccional sobre la ejecución
de lo juzgado previsto en los arts. 117 y 118 C.E.,
desarrollando, justamente, la reserva legal prevista en
el art. 132.1 C.E., cuyo fundamento último es la pro-
tección del interés general. La Audiencia Provincial y
el Juzgado de Primera Instancia han excedido el límite
de sus competencias, asumiendo una potestad sobre
la ejecución de resoluciones judiciales que el art. 154
L.H.L. ha atribuido a la Administración Pública, mediante
una errónea interpretación de aquel precepto legal, infrin-
giendo así el art. 24 C.E., sentando una diferencia entre
bienes públicos no prevista en la ley.

En segundo lugar, añade el demandante de amparo
al hilo de esto último, yerran los órganos judiciales cuan-
do califican los bienes afectados por los mandamientos
de ejecución y embargo de bienes de dominio privado
del Ayuntamiento. Pues, en realidad, se trata de bienes
patrimoniales cuyo fin último es proporcionar ingresos
a la Corporación local, lo que, con arreglo a lo dispuesto
en el art. 6.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades
Locales (Real Decreto núm. 1.372/1986, de 13 de
junio), les sustrae del denominado «dominio privado»,
para someterlos a su legislación especial y en su defecto
al derecho privado.

4. Por providencia de 23 de abril de 1997, la Sec-
ción admitió el recurso de amparo a trámite y, a tenor
de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, acordó requerir a
la Audiencia Provincial de Córdoba y al Juzgado de Pri-
mera Instancia de Aguilar de la Frontera para que en
el plazo de diez días remitieran a este Tribunal testimonio
de las actuaciones seguidas y emplazasen a cuantos
fueron parte en el proceso, con excepción del recurrente,
para que puedan comparecer en el proceso consti-
tucional.

5. Por otrosí, el recurrente interesa la suspensión
de la ejecución de las resoluciones judiciales impugna-
das, que, tras la tramitación de la oportuna pieza sepa-
rada de suspensión, fue acordada por Auto de la Sala
Primera de 4 de junio de 1997 (ATC 192/1997).

6. Por providencia de 9 de junio de 1997, la Sección
declara tener por recibidos los testimonios de las actua-
ciones remitidas en tiempo y forma por la Audiencia
Provincial de Córdoba y el Juzgado de Primera Instancia
de Aguilar de la Frontera, y personado al «Banco Urqui-
jo, S. A.». Acuerda también dar vista de todas las actua-
ciones por un plazo común de veinte días al Ministerio
Fiscal, al recurrente y a la representación del «Banco
Urquijo, S. A.», para que puedan presentar dentro de
dicho término las alegaciones que estimen convenientes.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 4 de
julio de 1997, el «Banco Urquijo, S. A.», representado
por el Procurador don Manuel Lanchares Larre y asistido
por el Letrado don Ignacio Gómez y Gómez-Calcerrada,
presenta sus alegaciones al presente recurso de amparo.
El compareciente pide la desestimación del amparo
impetrado y el mantenimiento de las resoluciones judi-
ciales impugnadas por las razones que a continuación
se exponen.

Sostiene la representación de la entidad bancaria per-
sonada que deben desestimarse la alegada vulneración
del art. 14 porque falta el término de comparación. Ade-
más, el recurrente, parece pretender que la discrimina-
ción contraria a la Constitución resultaría más bien de
la equiparación de los Entes locales con otras personas
jurídicas o físicas en punto a la embargabilidad de sus
bienes, y no de la actual diferencia de régimen jurídico
de la ejecución forzosa sobre el patrimonio del deudor
cuando éste es un ente público. A juicio de la repre-
sentación del «Banco Urquijo, S. A.», semejante tesis
no encuentra cobertura alguna en el principio de igual-
dad que el art. 14 C.E. consagra en términos positivos
y no negativos.

La representación del «Banco Urquijo, S. A.», argu-
menta también que no ha habido lesión del art. 24.1
C.E., pues lo que el recurrente ha planteado en este
amparo es una cuestión de mera legalidad ordinaria,
la adecuada interpretación del art. 154.2 L.H.L. En cual-
quier caso, la pretendida tensión entre el derecho a la
ejecución de las Sentencias en sus propios términos y
a la tutela judicial efectiva debe resolverse anteponiendo
la defensa del primero. Sin perjuicio de que, a tenor
de lo establecido por la legislación vigente (arts. 79 y
80 Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen
Local, y art. 76 de su Texto Refundido, en conexión con
el art. 132 C.E.), la prohibición de inembargabilidad sólo
afecta a los bienes de dominio público y comunales,
pero no a los patrimoniales como es el caso.

8. Por escrito registrado en este Tribunal el 4 de
julio de 1997 evacuó sus alegaciones el recurrente en
amparo, dando por reproducidas las de la demanda de
amparo. No obstante, insiste en que la correcta inter-
pretación del inciso final del art. 921 L.E.C. conduce,
de un lado, a la justificación de que la ejecución de
sentencias frente a las Haciendas Públicas debe encau-
zarse por ministerio de la ley a través del cauce procesal
administrativo previsto a tal efecto, sustrayéndose al pro-
ceso ordinario de ejecución de Sentencias (citando a
tal efecto la STC 206/1993, fundamento jurídico 4.o);
y, por otro lado, esa especial forma de ejecución que
coloca a la Administración Pública en una situación dis-
tinta a la de los particulares, se justifica plenamente por
ser de interés general una correcta disposición y admi-
nistración de los bienes y caudales públicos.

9. El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado
con fecha de 9 de julio de 1997, expone su alegato
y solicita la desestimación del presente amparo. Señala
el Ministerio Fiscal que el asunto que motiva en último
término este amparo, el alcance que debe dársele a la
prohibición de embargo contenida en el art. 154.2 L.H.L.,
ha sido objeto de una cuestión de inconstitucionalidad
(la núm. 2.776/90), que al tiempo de su escrito, aún
estaba pendiente de resolución (y que hoy ya se ha
resuelto en la STC 166/1998). Indica el Ministerio Fiscal
que de estimarse la cuestión de inconstitucionalidad
sobre el art. 154.2 L.H.L., no cabe sino desestimar el
presente amparo. De no ser así, otra debiera ser la res-
puesta con la que resolver este asunto.

Sin embargo, antes de analizar el fondo de la cuestión,
señala el Ministerio Fiscal que el amparo puede ser
extemporáneo, pues, a su juicio, la preparación del recur-
so de casación, que le fue denegada por el Auto de
la Audiencia Provincial de 9 de marzo de 1996, era
manifiestamente improcedente, y fue intentado con el
objeto de alargar artificiosamente el plazo previsto por
el art. 44 LOTC para interponer el recurso de amparo.

Tras recordar lo dicho por este Tribunal sobre la dis-
tinción entre la ejecución procesal que le compete al
órgano jurisdiccional, y el cumplimiento material de la
resolución que le compete en estos casos a la Admi-
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nistración, consistente esencialmente en la previsión pre-
supuestaria del gasto (ATC 473/1988), y sobre la inexis-
tente lesión de la tutela judicial efectiva (art. 24 C.E.)
cuando la resolución judicial deniega un libramiento a
un banco para proceder a la retención de cantidades
para el pago de la deuda por entender que tal acto equi-
vale a un mandamiento de ejecución vedado por el art.
154.2 L.H.L. (ATC 213/1990); razona el Ministerio Fiscal
que la respuesta ofrecida por los órganos judiciales de
la instancia a las alegaciones del Ayuntamiento de Agui-
lar de la Frontera contra el mandamiento de ejecución
despachado contra dos bienes inmuebles de su propie-
dad está debidamente fundado sobre una razonada y
razonable, pese a poder ser discutible, interpretación de
la legalidad ordinaria pertinente al caso, sin que pueda
considerarse lesiva del derecho a la tutela judicial efec-
tiva del recurrente.

10. Por providencia de 13 de octubre de 1998 se
señaló el día 14 del mismo mes y año para votación
y fallo de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
determinar si los Autos de la Audiencia Provincial, al
conocer en apelación, y del Juzgado de Primera Instancia
de Aguilar de la Frontera, en primera instancia, citados
en antecedentes, y dimanantes de embargo (mejora de
embargo) acordado en juicio ejecutivo cambiario seguido
ante dicho Juzgado contra el Ayuntamiento que nos
demanda amparo, han lesionado el derecho fundamental
de éste, como parte en dicho proceso, a la tutela judicial
efectiva sin indefensión garantizada por el art. 24.1 C.E.

De manera más concreta, debemos precisar que la
queja trae causa del embargo decretado por el men-
cionado Juzgado a petición de la entidad bancaria, habi-
da cuenta del impago de la cantidad adeudada, contra
dos pisos propiedad del Ayuntamiento de Aguilar de
la Frontera, sin que conste en sus inscripciones regis-
trales carga o afectación alguna. La Corporación local
se opuso al embargo alegando la prohibición dispuesta
en el art. 154.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales (en adelante, L.H.L.),
según el cual: «Los Tribunales, Jueces y Autoridades
administrativas no podrán despachar mandamientos de
ejecución ni dictar providencias de embargo contra los
derechos, fondos, valores y bienes en general de la
Hacienda local ni exigir fianzas, depósitos y cauciones
a las Entidades locales». Tanto el Juzgado de Primera
Instancia como la Audiencia Provincial consideraron, en
cambio, que aquel precepto establecía únicamente la
inembargabilidad de los bienes demaniales, de los comu-
nales y de los patrimoniales afectos al mantenimiento
de un servicio o función públicos, de manera que la
extensión de la prohibición de embargo a cualquier bien
del patrimonio del Ente local vulneraría la exclusiva com-
petencia de los órganos judiciales ordinarios para eje-
cutar lo por ellos juzgado (arts. 117.3 y 118 C.E.) y,
en consecuencia, también infringiría el derecho funda-
mental a la ejecución de las resoluciones judiciales fir-
mes, encuadrado en el derecho a la tutela judicial efec-
tiva garantizado en el art. 24.1 C.E., de aquellos ciu-
dadanos que verían cómo las resoluciones que les son
favorables y contrarias a la Administración Pública no
se ejecutan al oponer ésta el privilegio de inembarga-
bilidad de sus bienes.

El Ayuntamiento invoca en esta sede la lesión de
su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.) que, a su juicio, ha sido vulnerado por

aquellas resoluciones judiciales al interpretar errónea-
mente la extensión material de la prohibición de embargo
prevista en el citado art. 154.2 L.H.L. El agravio, sostiene
el recurrente, se cometió al excluir sin fundamento los
bienes patrimoniales de la Corporación local no afectos
al sostenimiento de un servicio o función públicos de
la aludida prerrogativa de inembargabilidad de los bienes
de la Hacienda local.

2. Desde la perspectiva constitucional que este
amparo suscita conviene recordar que la cuestión de
fondo, concerniente al alcance y extensión del privilegio
de inembargabilidad que se contiene en el art. 154.2
de la L.H.L., ha sido recientemente decidida por el Pleno
de este Tribunal al resolver cuestión de inconstitucio-
nalidad en su STC 166/1998, de 15 de julio, declarando
la inconstitucionalidad y nulidad del citado precepto de
la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales, exclusivamente en cuanto al inciso
del mismo «y bienes en general», y como dispone el
fallo de tal Sentencia «en la medida en que no excluye
de la inembargabilidad los bienes patrimoniales no afec-
tados a un uso o servicio público».

Conforme a la doctrina de dicha Sentencia «obser-
vado el procedimiento para la válida realización del pago
(art. 154.4 L.H.L. y concordantes), si el Ente local deudor
persistiera en el incumplimiento de su obligación de satis-
facer la deuda de cantidad líquida judicialmente decla-
rada, el privilegio de inembargabilidad de los «bienes
en general» de las Entidades locales que consagra el
art. 154.2 L.H.L., en la medida en que comprende no
sólo los bienes demaniales y comunales sino también
los bienes patrimoniales pertenecientes a las Entidades
locales que no se hallen materialmente afectados a un
uso o servicio público, no resulta conforme con el dere-
cho a la tutela judicial efectiva que el art. 24.1 C.E. garan-
tiza a todos, en su vertiente de derecho subjetivo a la
ejecución de resoluciones judiciales firmes» (fundamento
jurídico 15)

En consecuencia, y habida cuanta de la sustancial
identidad entre lo decidido por dicha STC 166/1998
y la cuestión que el presente amparo plantea (compa-
tibilidad del embargo de bienes patrimoniales de propios
de un Ayuntamiento, sin constancia de afectación mate-
rial de los mismos a un uso o servicio público, con el
art. 24.1 C.E. en su vertiente de derecho a la ejecución
de las resoluciones judiciales firmes), la solución de este
recurso de amparo no podría ser sino de signo deses-
timatorio, dado que tanto el Juzgado como la Audiencia
Provincial realizaron una interpretación del art. 154.2
de la L.H.L. acomodada a la Constitución y, por tanto,
no causaron la denunciada vulneración del derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva invocado por la
Corporación municipal demandante.

Ahora bien, dado que el Ministerio Fiscal alega la
inadmisibilidad del recurso de amparo, con base en su
extemporánea interposición [art. 50.1 a), en relación con
el art. 44.2 LOTC], hemos de examinar si concurre dicho
óbice procesal impeditivo del examen y decisión sobre
el fondo del recurso promovido.

3. El Ministerio Fiscal ha sostenido en sus alega-
ciones que este recurso de amparo debe inadmitirse
por extemporáneo, pues el Ayuntamiento demandante
ha intentado un recurso manifiestamente improcedente,
como es el de casación (art. 1.687.2o L.E.C.), con el
propósito de prolongar artificiosamente el plazo para la
interposición de su demanda. Este Tribunal ha señalado
en reiteradas ocasiones que el plazo para interponer el
recurso de amparo lo es de caducidad, no admite prórro-
gas ni ampliaciones, y su cómputo no puede quedar
al albur de la voluntad de las partes (SSTC 78/1988
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y 182/1993, y AATC 816/1986 y 28/1987). Con moti-
vo de estas consideraciones, hemos señalado también
que un recurso de amparo puede ser tenido por extem-
poráneo cuando la parte haya hecho uso de un recurso
judicial improcedente, siempre que esta improcedencia
sea manifiesta y notoria, de forma tal que resulte pal-
mario el ánimo de dilatar artificiosamente el plazo legal-
mente fijado para la interposición de la demanda. Así
pues, la razón de dicha extemporaneidad no está tanto
ni solamente en el dato objetivo de la improcedencia
del recurso judicial empleado, como en el hecho de que
con su utilización se evidencie una prolongación indebida
de la vía judicial ordinaria. Ahora bien, como también
hemos dicho en otras ocasiones, no puede exigirse al
recurrente que renuncie a la interposición de un recurso
cuando, por otra parte, se le impone agotar la vía juris-
diccional previa antes de acudir al amparo constitucional
(en este sentido, las SSTC 289/1993 y 253/1994). Aun-
que, también es cierto, que al recurrente no le es dado
hacer un uso de la obligación de agotamiento de la vía
judicial previa para encubrir una artificial prolongación
de la misma con el objeto de dilatar fraudulentamente
el plazo para interponer su demanda, acudiendo para
ello a recursos que en nada pueden remediar la denun-
ciada infracción del derecho fundamental, o en contra
frontalmente de lo dispuesto en la legislación procesal
(SSTC 78/1988, 182/1993, 354/1993, 134/1998,
entre muchas, y AATC 171/1984, 189/1984,
816/1986 y 28/1987).

De la jurisprudencia constitucional cabe, pues, extraer
determinadas pautas que proporcionen un cierto grado
de certeza en la aplicación del presupuesto procesal que
nos ocupa, orientadas, de una parte, a que el amparo
preserve su carácter subsidiario respecto de la tutela
de los derechos y libertades que han de dispensar los
Jueces y Tribunales de la jurisdicción ordinaria, (deci-
diendo los recursos y remedios procesales que cons-
tituyan cauce idóneo en el que obtener la restauración
o preservación de aquéllos), y de otro lado, a que se
respete el plazo de interposición del amparo como plazo
de caducidad, que hace inviable el recurso si éste se
promueve tras una artificiosa prolongación de la vía judi-
cial precedente, siguiendo cauces procesales inidóneos
e insusceptibles, por ello, de que los Jueces y Tribunales
otorguen su tutela primaria.

Así, hemos de señalar que la improcedencia del recur-
so previo debe derivar de manera terminante, clara e
inequívoca del propio texto legal, sin dudas que hayan
de resolverse con criterios interpretativos de alguna difi-
cultad. No cabe estimar, por otra parte, la improcedencia
si, atendidas las circunstancias, el recurso intentado bus-
caba o era la única forma razonable y habitual de reparar
una supuesta indefensión. Y, finalmente, no hay impro-
cedencia si de las circunstancias del caso se colige que
el recurrente obraba en la creencia de que hacía lo correc-
to y, por consiguiente, actuaba sin ánimo dilatorio, como
así podría suceder si es la resolución judicial recurrida
la que induce, mediante su expresa mención, a la inter-
posición del recurso (SSTC 224/1992, 253/1994,
19/1997 y 135/1997, entre otras).

4. Trasladada dicha doctrina al caso debatido, apa-
rece como clara y manifiesta la circunstancia de una
artificiosa e inútil (iter inutilis) prosecución, por el Ayun-
tamiento demandante, de una vía de recurso procesal
que, por la también clara improcedencia del mismo, no
permitía a los órganos judiciales, en este caso, a la Sala
Primera del Tribunal Supremo, la posibilidad de reparar
en vía de casación la supuesta lesión del derecho fun-
damental que el Ayuntamiento de Aguilar de la Frontera
invoca como lesionado (art. 24.1 C.E.).

En efecto, en la hipótesis más favorable para la Cor-
poración local demandante, el dies a quo del plazo de
veinte días hábiles para promover el recurso de amparo,
ha de fijarse en el de la notificación a dicho Ayuntamiento
del Auto dictado, el 13 de febrero de 1996, por la Sec-
ción Primera de la Audiencia Provincial de Córdoba
desestimatorio de la apelación, notificación que tuvo
lugar el 22 de febrero de 1996, siendo así que desde
esta última fecha hasta la de 29 de marzo de 1996,
en que tuvo entrada en el Registro General de este Tri-
bunal la demanda de amparo transcurrió sobradamente
el referido plazo de caducidad.

No cabe, para rehabilitar dicho plazo, tomar como
día inicial del mismo el posterior de la notificación al
Ayuntamiento del Auto de la Audiencia Provincial de
9 de marzo de 1996, por el que se inadmitió o no se
tuvo por preparado el anunciado recurso de casación
ante la Sala Primera del Tribunal Supremo, y ello por
cuanto dicho recurso de casación era, como pone de
relieve el Ministerio Fiscal y razona dicho Auto, clara-
mente improcedente, dado que el art. 1.687.2o L.E.C.
solamente permite promover el recurso de casación con-
tra los Autos dictados en apelación, recaídos en fase
de ejecución de Sentencias pronunciadas en juicios
declarativos ordinarios (mayor cuantía en todo caso y
menor cuantía en determinados supuestos), siendo así
que el Auto de apelación de la Audiencia Provincial de
Córdoba, y los por él confirmados del Juzgado de Primera
Instancia fueron adoptados en la vía de apremio de un
juicio ejecutivo del art. 1.429 y siguientes de la Ley pro-
cesal civil, y aunque así no fuera, contra dichos Autos
dictados en fase de ejecución de Sentencias sólo se
abre la casación, limitadamente, «cuando resuelvan pun-
tos sustanciales no controvertidos en el pleito, no deci-
didos en la Sentencia o que contradigan lo ejecutoriado»,
supuesto claramente no concurrente en el caso, dado
que el Ayuntamiento de Aguilar de la Frontera (que, de
modo inconsecuente, consintió la inadmisión del recurso
de casación al no promover recurso de queja) contrajo
su discrepancia jurídica a la improcedencia del embargo
acordado en la vía de apremio del juicio ejecutivo, sin
cuestionar en modo alguno que los términos de las reso-
luciones adoptadas en dicha vía fueran discordantes con
los de la Sentencia firme de remate que puso fin al men-
cionado juicio ejecutivo cambiario.

En atención a lo razonado no cabe, pues, sino coincidir
con el Ministerio Fiscal y apreciar que la demanda de
amparo fue interpuesta fuera del plazo de caducidad
que establece el art. 44.2 LOTC, lo que conduce dere-
chamente a la inadmisibilidad del recurso, ex art. 50.1 a)
LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Alvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Firmados y rubricados.


